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			Preámbulo

			Los procesos matrimoniales se encuentran regulados de forma singular por la ley 1/2000 de 7 enero, de Enjuiciamiento Civil, que entró en vigor al año de su publicación en el BOE, el día 8 de enero de 2001 (Disposición Final 21ª). La nueva LEC no pudo alcanzar su plenitud por la falta de aprobación parlamentaria de la reforma de la LOPJ 1, que era necesaria para la puesta en marcha de una parte importante de su texto. 

			Así tuvo que recoger una normativa transitoria en materia de recursos extraordinarios (DF 16ª) y de abstención y recusación, nulidad de actuaciones y aclaración y corrección de resoluciones (DF 17ª). Por otra parte, la LEC 1/2000 no incluye la jurisdicción voluntaria, ni los juicios universales - concursos y quiebras - 2, ni la conciliación, las declaraciones de herederos abintestato o la eficacia de sentencias de tribunales extranjeros, que serían objeto de posteriores normativas. 

			En los menos de 20 años de existencia, la LEC 1/2000 ha sufrido numerosas modificaciones parciales, de las que debemos hacer una mención especial de las siguientes: La incluida en la Ley 15/2005, de 8 de julio (RCL 2005\1471), en la que está unida a la reforma del Código civil, en materia de separación y divorcio; la modificación de la Legislación Procesal para la Implantación de la nueva oficina judicial por Ley 13/2009, de 3 de noviembre (RCL 2009\2090); y la extensísima operada por Ley 42/2015 (RCL 2015\1525). A ellas es preciso sumar la Ley 37/2011 de agilización procesal, cuyo art. 4 referido a la LEC, modifica por su art. 4, 36 preceptos de la Ley procesal civil, además de dos Disposiciones finales. Hay que señalar también que en su corta vida han alterado normas de la LEC 1/2000 la nada despreciable cifra de 46 disposiciones legales entre Leyes Orgánicas, Leyes y Reales Decretos Leyes.

			Por su Disposición derogatoria única, se deroga la LEC, aprobada por RD de 3 de febrero de 1881, con las excepciones siguientes:

			1.ª Los Títulos XII y XIII del Libro II y el Libro III, que quedarán en vigor hasta la vigencia de la Ley Concursal y de la Ley sobre Jurisdicción Voluntaria, respectivamente, excepción hecha del art. 1827 y los arts. 1880 a 1900, inclusive, que quedan derogados. Asimismo, hasta la vigencia de las referidas Leyes, también quedarán en vigor los números 1.º y 5.º del art. 4, los números 1.º y 3.º del art. 10 y las reglas 8.ª, 9.ª, 16.ª, 17.ª, 18.ª, 19.ª, 22.ª, 23.ª, 24.ª, 25.ª, 26.ª y 27.ª del art. 63, todos ellos de la Ley de Enjuiciamiento Civil, de 1881.

			Mientras no entre en vigor la Ley Concursal, los incidentes que surjan en el seno de procesos concursales se regirán por lo dispuesto en la presente Ley para la tramitación de incidentes. En tanto no entre en vigor la Ley sobre Jurisdicción Voluntaria, las referencias al procedimiento contencioso procedente contenidas en el Libro III se entenderán hechas al juicio verbal.

			[La ley Concursal fue objeto de la Ley 22/2003, de 9 de julio (RCL 20013\1748) y de la LO de reforma concursal de la Ley del Poder Judicial 8/2003 de 9 de julio, y la Ley de Jurisdicción Voluntaria de la Ley 15/2015, de 2 de julio (RCL 2015/1016) y de su modificación por Ley 4/2017, de 28 de junio (RCL 2017\849)].

			2.ª El Título I del Libro II, así como el artículo 11, sobre la conciliación y la sección 2.ª del Título IX del Libro II, sobre declaración de herederos abintestato, que estarán vigentes hasta la entrada en vigor de la regulación de ambas materias en la Ley sobre Jurisdicción Voluntaria. [A los 20 días de la promulgación de la Ley 15/2015, de 2 de julio].

			3.ª Los arts. 951 a 958, sobre eficacia en España de sentencias dictadas por tribunales extranjeros, que estarán en vigor hasta la vigencia de la Ley sobre cooperación jurídica internacional en materia civil.

			2. Quedan también derogados los siguientes preceptos, leyes y disposiciones: (…)

			10.º Las disposiciones adicionales primera a novena de la Ley 30/1981, de 7 de julio, por la que se modifica la regulación del matrimonio en el Código Civil y se determina el procedimiento a seguir en las causas de nulidad, separación y divorcio.

			

			
				
					1	Al ser ésta una Ley Orgánica requería una mayoría superior, que no alcanzó. 

				

				
					2	Con flagrante incumplimiento de los plazos fijados para la propuesta de su texto por el Gobierno, esta regulación finalmente ha visto la luz mediante las Leyes 22/2003 y la LO 8/2003, referida ésta a la reforma necesaria de la LOPJ. 

				

			

		


		
			Capítulo I

			Procedimiento contencioso

			1.	En general

			1.1. 	Litigios a tramitar por los cauces del juicio verbal

			El Art. 753 LEC 3 establece que “1. Salvo que expresamente se disponga otra cosa, los procesos a que se refiere este título se sustanciarán por los trámites del juicio verbal, pero el Secretario judicial dará traslado de la demanda al Ministerio Fiscal, cuando proceda, y a las demás personas que, conforme a la ley, deban ser parte en el procedimiento, hayan sido o no demandados, emplazándoles para que la contesten en el plazo de veinte días, conforme a lo establecido en el artículo 405 de la presente ley.

			2. En la celebración de la vista de juicio verbal en estos procesos y de la comparecencia a que se refiere el artículo 771 de la presente ley, una vez practicadas las pruebas el Tribunal permitirá a las partes formular oralmente sus conclusiones, siendo de aplicación a tal fin lo establecido en los apartados 2, 3 y 4 del artículo433.

			3. Los procesos a los que se refiere este título serán de tramitación preferente siempre que alguno de los interesados en el procedimiento sea menor, incapacitado o esté en situación de ausencia legal”.

			Estas demandas se sustancian por los trámites del JUICIO VERBAL, conforme al art 770 LEC, con las particularidades establecidas en el Capítulo primero del Título primero del Libro IV de la LEC 1/2000, proceso al que denominaremos PROCESO VERBAL FAMILIAR 4 y son las siguientes:

			a)	Las de separación y divorcio, con excepción de las demandas de mutuo acuerdo, que están reguladas en el art. 777 LEC.

			b)	Las de nulidad del matrimonio 

			c)	Todas las demás que se formulen al amparo del Título IV del Libro primero del Código Civil, referido al matrimonio., 

			d)	Las “peticiones” de modificación de efectos definitivos (apdo. 2 del art. 775, en redacción por Ley 15/2005), excepto las realizadas “por ambos cónyuges de común acuerdo o por uno con el consentimiento del otro en que regirá el procedimiento establecido en el artículo 777” 5.

			1.2. 	Peculiaridades del “juicio verbal familiar”

			Comprendidas en los arts. 748 Al 755 LEC, son aquellas singularidades que distinguen este proceso del verbal general. 

			a)	El art. 753 LEC, redactado bajo el título de “tramitación”, contiene la primera característica singular de estos verbales, común a todos los procesos familiares – capacidad, filiación, matrimoniales y de menores, de oposición a las resoluciones administrativas en materia de protección de menores y para determinar la necesidad de asentimiento en la adopción - que es la facultad de contestar a la demanda por escrito. 

			b)	La segunda peculiaridad, que es propia de los juicios matrimoniales, reside en la posibilidad de practicar la prueba que no haya podido tener lugar en el acto de la vista, con posterioridad a ésta. 

			c)	Exclusión de la publicidad. En los procesos a que se refiere este Título podrán decidir los tribunales, mediante providencia, de oficio o a instancia de parte, que los actos y vistas se celebren a puerta cerrada y que las actuaciones sean reservadas, siempre que las circunstancias lo aconsejen y aunque no se esté en ninguno de los casos del apartado 2 del artículo 138 de la presente Ley (art. 754).

			d) Acceso de las sentencias a Registros públicos. (art. 755 6). Cuando proceda, el Secretario judicial acordará que las sentencias y demás resoluciones dictadas en los procedimientos a que se refiere este Título se comuniquen de oficio a los Registros Civiles para la práctica de los asientos que correspondan.

			A petición de parte, se comunicarán también a cualquier otro Registro público a los efectos que en cada caso procedan.

			1.3. 	Las partes

			A.	Los cónyuges

			Como dice PANIZO Y ROMO DE ARCE7 “todo proceso matrimonial, ya sea de nulidad, separación o divorcio, está orientado hacia un pronunciamiento que ponga fin a la comunidad conyugal”. La misma base esencial de estos procesos que es el matrimonio, determina, pues, que sean los cónyuges las partes esenciales de los mismos, con independencia de la posibilidad limitada de intervención del ministerio Fiscal o, incluso, la posibilidad de que lo hagan, también de forma limitada, algún tercero, según veremos más adelante. Pero de acuerdo con PÉREZ GORDO8 “la acción de que se trate, ya lo sea de separación, de nulidad o de divorcio, debe ser ejercitable exclusivamente por las partes, es decir, por los cónyuges”. 

			Ahora bien, de conformidad con el art. 7.1 LEC 1/2000 “sólo podrán comparecer en juicio los que estén en el pleno ejercicio de sus derechos civiles”, añadiendo del número segundo de este precepto que “las personas físicas que no se hallen en el caso del apartado anterior habrán de comparecer mediante la representación o con la asistencia, la autorización, la habilitación o el defensor exigidos por la ley”.

			Se ha planteado si las acciones matrimoniales 9 podían ser ejercitadas por el representante legal del cónyuge incapacitado, en nombre de éste. El carácter personalísimo de las acciones relacionadas con el estado civil es un elemento a tener en cuenta de forma especial. Sin embargo, entre las acciones matrimoniales, hay que empezar por distinguir a las de nulidad del matrimonio, en que la sentencia es declarativa y no constitutiva como las de separación y divorcio. 

			La acción de nulidad puede ser ejercitada por los padres o tutores – e, incluso, los guardadores – cuando la causa fuere la menor edad de un contrayente, durante su minoridad (art. 75 CC). Si la causa es el error, coacción o miedo grave, sólo puede ejercitarla quien los sufrió, porque cabe la convalidación del matrimonio, supliéndose el vicio del consentimiento, y éste sólo lo puede prestar el contrayente. En consecuencia, en estos supuestos se excluye al tutor (art. 76 CC). Pero en los demás casos, el art. 74 CC amplía la legitimación a cualquiera que tenga interés, directo y legítimo y al Ministerio Fiscal, lo que permite considerar incluidos en ella a los padres y tutores.

			En cuanto a la acción de separación, la STS, 1ª, de 27 de febrero de 1999 10 consideró que “el artículo 267 del Código civil confiere al tutor, con carácter general la representación del menor o incapacitado, salvo para aquellos actos que pueda realizar por sí solo, ya sea por disposición expresa de la ley o de la sentencia de incapacitación”. Contra esta sentencia se interpuso recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional, que lo otorgó por STC 311/2000, de 18 de diciembre11. Comienza el Tribunal por razonar la inclusión de las cuestiones relativas a legitimación activa en el art. 24.1 CC para proseguir reflexionando que “atendidas las circunstancias en que se ha producido la negación a la recurrente de la legitimación para interponer, como tutora de su hija incapacitada, demanda de separación matrimonial contra el esposo de ésta y procedimiento de medidas provisionales, debe inquirirse si existe un interés legítimo al que se haya cerrado el acceso a la tutela judicial, en cuyo caso la vulneración del artículo 24.1 de la CE sería innegable” (...)”.

			Pero la argumentación del Tribunal Constitucional se refiere a un caso de separación conyugal y nos queda considerar si es de aplicación a la disolución del matrimonio por el divorcio. Por una parte, cabría decir que bastaría la separación para la protección del pupilo frente a una situación matrimonial no querida, sin necesidad de acudir al divorcio, lo cual dejaría sin posibilidad de acceder a la disolución del vínculo a los sometidos a tutela. No obstante, consideramos que máxime desde que la reforma por Ley 15/2005 permite el divorcio directo, sin necesidad de previa separación, el mismo es una alternativa pura y que no tiene sentido poner obstáculos al divorcio y permitir únicamente la separación conyugal.

			B.	Representación y defensa procesales

			Según el art. 750 LEC “las partes actuarán en los procesos a que se refiere este Título con asistencia de Abogado y representadas por Procurador”. Sin embargo, hay que precisar que en los procesos para adoptar medidas previas a la admisión de la demanda (art. 771.1 párrafo primero LEC) para formular la solicitud no es precisa “la intervención de abogado y procurador, pero sí será necesaria dicha intervención para todo escrito y actuación posterior”, incluyendo la comparecencia a que se ha de citar a las partes antes de acordar estas medidas a la que “deberá acudir el cónyuge demandado asistido por su abogado y representado por su procurador”. 

			Hay que subrayar que, al igual que ocurre en otros ordenamientos, no sólo no se debería permitir un solo asesoramiento para los dos cónyuges, sino que debería exigir que cada uno de ellos obtuviera consejo independiente, Esa es la mayor garantía de la eficacia de lo pactado.

			Como novedad respecto de la normativa anterior, ante los problemas que genera esta identidad de defensa, se complementa la normativa con las excepciones que regula, tanto para el supuesto de que el Juez no apruebe íntegramente el Convenio, como para el caso posterior de que hayan de ejecutarse de modo contradictorio las medidas convenidas. 

			C.	La intervención de terceros en el proceso

			La LEC 1/2000 ha introducido algunas figuras nuevas que, en lo que respecta a los procesos matrimoniales, deben ser contempladas en esta parte general. Me refiera a la sucesión procesal y a la intervención provocada.

			D.	Rebeldía

			a)	PROCEDENCIA Y DECLARACIÓN.- En primer lugar es preciso distinguir entre la rebeldía y la incomparecencia al juicio/vista12. La rebeldía procede cuando el demandado en un proceso no comparece en forma en la fecha o en el plazo señalado en la citación o emplazamiento (art. 496.1 LEC), mientras que de la incomparecencia al juicio/vista, que puede coincidir con la incomparecencia formal en el proceso, se ocupa en estos procesos matrimoniales el art. 770.3ª y se concreta en la falta de concurrencia de los cónyuges, por sí mismos, al acto de la vista, habiendo sido citados, a través de su Procurador, con apercibimiento de que su incomparecencia sin causa justificada podrá determinar que se consideren admitidos los hechos alegados por el cónyuge que hubiere comparecido para fundamentar sus peticiones sobre medidas definitivas de carácter patrimonial. La declaración de rebeldía no será considerada como allanamiento ni como admisión de los hechos de la demanda, salvo los casos en que la ley expresamente disponga lo contrario, según dispone el art. 496 LEC.

			Cuando haya transcurrido el plazo para personarse, se declarará en rebeldía al demandado, notificándosele esta resolución al demandado por correo, si su domicilio fuere conocido y, si no lo fuere, mediante edictos. Hecha esta notificación, no se llevará a cabo ninguna otra, excepto la de la resolución que ponga fin al proceso (art. 497 LEC). La sentencia o resolución que ponga fin al proceso se notificará al demandado personalmente, en la forma prevista en el art. 161 LEC. Pero si el demandado se hallare en paradero desconocido, la notificación se hará por medio de edicto, que se publicará en el Boletín Oficial de la Comunidad Autónoma o en el BOE. Lo mismo será de aplicación para las sentencias dictadas en apelación, en recurso extraordinario por infracción procesal o en casación.

			Al rebelde que, por carecer de domicilio conocido o hallarse en ignorado paradero, hubiese sido citado o emplazado para personarse mediante edictos, se le comunicará la pendencia del proceso, de oficio o a instancia de cualquiera de las partes personadas, en cuanto se tenga noticia del lugar en que pueda llevarse a cabo la comunicación (art. 498 LEC).

			Cualquiera que sea el estado del proceso en que el demandado rebelde comparezca, se entenderá con él la sustanciación, sin que ésta pueda retroceder en ningún caso (art. 499 LEC).

			El demandado rebelde a quien haya sido notificada personalmente la sentencia, sólo podrá utilizar contra ella el recurso de apelación, y el extraordinario por infracción procesal o el de casación, cuando procedan, si los interpone dentro del plazo legal.

			Los mismos recursos podrá utilizar el demandado rebelde a quien no haya sido notificada personalmente la sentencia, pero en este caso, el plazo para interponerlos se contará desde el día siguiente al de la publicación del edicto de notificación de la sentencia en los Boletines Oficiales del Estado, de la Comunidad Autónoma o de la Provincia (art. 500 LEC).

			b)	REGISTRO CENTRAL DE REBELDES CIVILES.- Los tribunales que hayan realizado infructuosamente las averiguaciones del domicilio del demandado (art. 156 LEC) comunicarán el nombre del demandado y los demás datos de identidad que les consten al Registro central de rebeldes civiles, con sede en el Ministerio de Justicia, al objeto de cuando cualquier órgano judicial deba averiguar el domicilio de un demandado en cualquier proceso civil se dirija a este Registro para comprobar si el buscado consta en él y si los datos que en él aparecen son los mismos de que dispone. De ser así, mediante providencia, podrá desistir de otras diligencias para la averiguación de su domicilio y acordar directamente la comunicación por edictos.

			El demandado, que se encuentre inscrito en este Registro Central de Rebeldes Civiles podrá solicitar la cancelación de la inscripción comunicando el domicilio al que se le pueden dirigir las comunicaciones judiciales. El Registro remitirá a los tribunales en que conste que existe proceso contra dicho demandado, el domicilio indicado por éste a efecto de comunicaciones, resultando válidas las practicadas a partir de ese momento en ese domicilio.

			1.4. 	El juicio verbal familiar

			De estas diferencias respecto del proceso verbal ordinario, regulado en el Título III del Libro Segundo de la LEC 1/2000, arts. 437 al 447 (ambos inclusive) LEC, debemos destacar las siguientes:

			1º.- Intervención del Ministerio Fiscal (art. 749 13): en los procesos de nulidad matrimonial y en los de sustracción internacional de menores será siempre parte el Ministerio Fiscal, aunque no haya sido promotor de los mismos ni deba, conforme a la Ley, asumir la defensa de alguna de las partes, velando durante todo el proceso por la salvaguarda del interés superior de la persona afectada – menores o personas con la capacidad restringida judicialmente. 

			En los demás procesos a que se refiere este título – sobre capacidad, filiación, matrimonio y menores - será preceptiva la intervención del Ministerio Fiscal, siempre que alguno de los interesados en el procedimiento sea menor, incapacitado o esté en situación de ausencia legal.

			2º.- La conciliación.- Aparece regulada en la LEC 1/2000 en la normativa sobre el acto de la vista en el art. 415 que versa sobre “Intento de conciliación o transacción. Sobreseimiento por desistimiento bilateral. Homologación y eficacia del acuerdo”.

			1.	Comparecidas las partes, el tribunal declarará abierto el acto y comprobará si subsiste el litigio entre ellas.

			Si manifestasen haber llegado a un acuerdo o se mostrasen dispuestas a concluirlo de inmediato, podrán desistir del proceso o solicitar del tribunal que homologue lo acordado.

			Las partes de común acuerdo podrán también solicitar la suspensión del proceso de conformidad con lo previsto en el apartado4 del artículo19, para someterse a mediación.

			En este caso, el tribunal examinará previamente la concurrencia de los requisitos de capacidad jurídica y poder de disposición de las partes o de sus representantes debidamente acreditados, que asistan al acto.

			2.	El acuerdo homologado judicialmente surtirá los efectos atribuidos por la ley a la transacción judicial y podrá llevarse a efecto por los trámites previstos para la ejecución de sentencias y convenios judicialmente aprobados. Dicho acuerdo podrá impugnarse por las causas y en la forma que se prevén para la transacción judicial.

			3.	Si las partes no hubiesen llegado a un acuerdo o no se mostrasen dispuestas a concluirlo de inmediato, la audiencia continuará según lo previsto en los artículos siguientes.

			Cuando se hubiera suspendido el proceso para acudir a mediación, terminada la misma, cualquiera de las partes podrá solicitar que se alce la suspensión y se señale fecha para la continuación de la audiencia”. 

			3º.- Representación y defensa de las partes. (art. 750 14). Fuera de los casos en que, conforme a la Ley, deban ser defendidas por el Ministerio Fiscal, las partes actuarán en los procesos a que se refiere este título con asistencia de abogado y representadas por procurador. 

			4º.- Indisponibilidad – relativa - del objeto del proceso (art. 751). Las formas de disposición del objeto del proceso son las siguientes:

			a)	La renuncia a la acción, que es la dejación voluntaria del derecho a instar la actuación del poder judicial para el reconocimiento, declaración o ejecución de cualquiera de los objetos del proceso. Cuando el actor manifieste su renuncia a la acción ejercitada o al derecho en que funde su pretensión, el tribunal dictará sentencia absolviendo al demandado, salvo que la renuncia fuese legalmente inadmisible. En este caso, se dictará auto mandando seguir el proceso adelante. (art. 20 LEC).

			b)	El allanamiento es la conformidad del demandado con las pretensiones de la demanda. Puede ser total o parcial, según se corresponda con la totalidad de dichas pretensiones o sólo con alguna o algunas de ellas. Cuando el demandado se allane a todas las pretensiones del actor, el tribunal dictará sentencia condenatoria de acuerdo con lo solicitado por éste, pero si el allanamiento se hiciera en fraude de ley o supusiera renuncia contra el interés general o perjuicio de tercero, se dictará auto rechazándolo y seguirá el proceso adelante. Cuando se trate de un allanamiento parcial el tribunal, a instancia del demandante, podrá dictar de inmediato auto acogiendo las pretensiones que hayan sido objeto de dicho allanamiento. Para ello será necesario que, por la naturaleza de dichas pretensiones, sea posible un pronunciamiento separado que no prejuzgue las restantes cuestiones no allanadas, respecto de las cuales continuará el proceso. Este auto será ejecutable conforme a lo establecido en los arts. 517 y siguientes de esta Ley (art. 21 LEC).

			c)	La transacción es el ajuste voluntario entre las partes sobre algún punto litigioso, de forma que deje sin efecto la disputa entre ellas.

			d)	La conformidad de una parte con los hechos alegados por la otra parte, que puede ser una forma encubierta de disposición del objeto del proceso, porque cabe que produzca el efecto de excluir de la obligación de probar y, a la vez, la admisión de los hechos puede determinar la resolución del litigio.

			e)	El desistimiento se refiere a la acción entablada, pero sin que suponga la renuncia a la acción. El demandante podrá desistir unilateralmente del juicio antes de que el demandado sea emplazado para contestar a la demanda o citado para juicio. También podrá desistir unilateralmente, en cualquier momento, cuando el demandado se encontrare en rebeldía. Emplazado el demandado, del escrito de desistimiento se le dará traslado por plazo de diez días.

			Si el demandado prestare su conformidad al desistimiento o no se opusiere a él dentro del plazo expresado en el párrafo anterior, por el Secretario judicial se dictará decreto acordando el sobreseimiento y el actor podrá promover nuevo juicio sobre el mismo objeto.

			De este modo, han sido atribuidas al Secretario judicial la declaración de terminación anticipada del proceso por desistimiento a solicitud expresa del actor, la terminación del proceso por satisfacción extraprocesal, (…) la declaración de caducidad de la instancia por inactividad procesal de las partes, etc. También, desde luego, la conciliación, para llevar a cabo la labor mediadora que laLOPJ le reconoce como propia en el artículo 456.3.c).

			Si el demandado se opusiera al desistimiento, el Juez resolverá lo que estime oportuno (art. 20 LEC) 15.

			El art. 751 LEC 1/2000, dentro del Capítulo I – de las disposiciones generales, del Título I –de los procesos sobre capacidad, filiación, matrimonio y menores del Libro Cuarto, que regula los Procesos Especiales, determina la indisponibilidad del objeto de estos procesos, produciendo la inefectividad de la renuncia (apartado a), el allanamiento (apartado b) y la transacción (apartado c).

			Sin embargo, exige la conformidad del Ministerio Fiscal para desistir, no en todos estos procesos, sino en los que no versen sobre prodigalidad, filiación, paternidad, maternidad, siempre que no existan menores, incapacitados o ausentes interesados en el procedimiento. Tampoco se requiere esta conformidad del Fiscal En los procesos de nulidad matrimonial por minoría de edad, cuando el cónyuge que contrajo matrimonio siendo menor ejercite, después de llegar a la mayoría de edad, la acción de nulidad, en los procesos de nulidad matrimonial por error, coacción o miedo grave y en los de separación y divorcio.

			La permanente discrepancia de los juristas sobre cuáles son las materias disponibles, total o parcialmente, han obligado al legislador a añadir que “no obstante, las pretensiones que se formulen en los procesos a que se refiere este Título y que tengan por objeto materias sobre las que las partes puedan disponer libremente, según la legislación civil aplicable, podrán ser objeto de renuncia, allanamiento, transacción o desistimiento, conforme al capítulo IV del Título I del Libro I de esta Ley “(arts. 19 a 22). 

			Se refiere, pues, esta posibilidad de disposición a los procesos relacionados en este Título, esto es, a los procesos matrimoniales y de menores, a los que pasan a ser de aplicación lo que, con carácter general, establece el art. 19 LEC 1/2000 que “Los litigantes están facultados para disponer del objeto del juicio y podrán renunciar, desistir del juicio, allanarse, someterse a mediación o a arbitraje y transigir sobre lo que sea objeto del mismo, excepto cuando la ley lo prohíba o establezca limitaciones por razones de interés general o en beneficio de tercero” 16.

			La eficacia de estos actos depende de la admisión de la disponibilidad del objeto del juicio. 

			A este respecto, el art. 1814 CC establece que no se puede transigir sobre el estado civil de las personas, ni sobre las cuestiones matrimoniales, ni sobre los alimentos futuros. También parece existir una limitación de la disponibilidad de las cuestiones relacionadas con menores e incapacitados, aunque sea éste un aspecto muy debilitado por la legislación de 2005 sobre el matrimonio.

			¿Las medidas relativas al ejercicio de la patria potestad, custodia, derecho de visitas, comunicaciones y estancias y alimentos de los hijos comunes, son objetos disponibles, sobre los cuales pueden los padres pactar en los procesos matrimoniales? En caso afirmativo, siendo sus convenciones válidas ¿son eficaces?

			Debemos afirmar que todos los pactos relativos a los hijos son absolutamente válidos y eficaces, si bien la ley reserva al Juez la facultad de dejarlos sin efecto, exclusivamente cuando sean perjudiciales para dichos menores o incapacitados, pro siempre razonando esta consideración suya. No en vano en la Exposición de Motivos 17 de la Ley 15/2005 se indica que “la intervención judicial debe reservarse para cuando haya sido imposible el pacto, o el contenido de las propuestas sea lesivo para los intereses de los hijos menores o incapacitados, o uno de los cónyuges, y las partes no hayan atendido a sus requerimientos de modificación”.

			La propia incorporación a la normativa española en 1981 de la posibilidad del proceso de mutuo acuerdo, con la obligación de aportar un convenio regulador, con el contenido mínimo, que determina el art. 90 CC, quiere decir que sobre las materias que dicho precepto relaciona expresamente, es válido y eficaz el pacto entre los esposos. Lo contrario sería un contrasentido. Establecer una posibilidad – y fomentarla, para luego declararla ineficaz constituiría un completo absurdo. 

			Esto es más verdad que nunca tras la Ley 15/2005 puesto que una vez que no es necesario el acuerdo sobre la decisión principal – la separación o el divorcio – resultado que ahora puede obtenerse simplemente a petición de uno cualquiera de los esposos sin concierto entre ellos, el mutuo acuerdo que da nombre a este proceso, se refiere esencialmente a las medidas. 

			La Ley contiene una garantía frente a la posibilidad de que lo pactado por los cónyuges 18 sea “dañoso” para los hijos. De ahí que, dentro de estos procesos de mutuo acuerdo, tenga que someterse el convenio regulador a la homologación judicial, cuya aprobación es imperativa. Sólo se exceptúa de la aprobación judicial el supuesto en que produzca daño a los hijos menores o incapacitados. 

			La aprobación de lo acordado determina su incorporación a una resolución judicial, con lo cual se le dota de ejecutoriedad procesal 19.

			Los actos de disposición a que se refieren los apartados anteriores podrán realizarse en cualquier momento de la primera instancia o de los recursos o de la ejecución de sentencia. Por otra parte, los litigantes pueden solicitar la suspensión del proceso, que será acordada por el Secretario judicial mediante decreto siempre que no perjudique al interés general o a tercero y que el plazo de la suspensión no supere los sesenta días20. 

			A.	LA DEMANDA

			La demanda del juicio verbal, en general, ha de ser sucinta – breve o resumida – (art. 437 LEC), y debe comprender:

			a)	La identificación de actor y demandado.

			b)	El domicilio o domicilios en que pueden ser citados demandante y demandado.

			c)	Lo que se pida, de forma clara y precisa.

			Pero el art. 753, en sede de juicos especiales y dentro de ellos, en el Título I, relativo a los “procesos sobre capacidad, filiación, matrimonio y menores”, que incluye, como trámite excepcional, la contestación a la demanda escrita en estos juicios, no menciona la condición de que la demanda sea sucinta, sino que hace referencia expresa en cuanto a esta contestación al art. 405, por lo que la práctica judicial ha llevado a que demanda y contestación se redacten de acuerdo con las normas exigidas en el juicio ordinario. 

			En consecuencia, en la demanda además de los requisitos antes especificados bajo los apartados a, b y c, habrán de añadirse dos más:

			d)	Se expondrán numerados y separados los hechos y los fundamentos de derecho.

			e)	Se hará mención del nombre y apellidos del abogado y procurador.

			f)	Si es titular del derecho de asistencia jurídica gratuita tendrá que anunciarlo.

			B.	JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA

			a)	Jurisdicción.- Lajurisdicciónes lapotestad, derivada de la soberanía del Estado, de aplicar elderechoal caso concreto, resolviendo de modo definitivo e irrevocable una controversia y es ejercida en forma exclusiva por lostribunales de justicia,integrados porjuecesautónomos e independientes, dicho de otra forma: es el poder de administrar justicia en un territorio. 

			El art. 36 LEC establece la extensión y límites del orden jurisdiccional civil señalando que se rige por lo dispuesto en la LOPJ y en los Tratados y Convenios internacionales en los que España sea parte.

			En el orden civil los tribunales españoles serán competentes:

			1.	Por sometimiento expreso o tácito de las partes a los Juzgados o Tribunales españoles.

			2.	Cuando el demandado tenga su domicilio en España.

			3.	En defecto de los criterios precedentes, en materia de relaciones personales y patrimoniales entre cónyuges, nulidad matrimonial, separación y divorcio:

			a)	Cuando ambos cónyuges posean residencia habitual en España al tiempo de la demanda o

			b)	demandante sea español y tenga su residencia habitual en España,

			c)	Cuando ambos cónyuges tengan la nacionalidad española, cualquiera que sea su lugar de residencia, siempre que promuevan su petición de mutuo acuerdo o del uno con el consentimiento del otro. 

			Esta última condición, se encontraba en vigor a través del art. 22.3.º LOPJ, que previene que «en el orden civil los juzgados y Tribunales españoles serán competentes... en materia de relaciones personales y patrimoniales entre cónyuges, nulidad matrimonial, separación y divorcio, cuando ambos cónyuges posean residencia habitual en España al tiempo de la demanda o el demandante sea español y tenga su residencia en España, así como cuando ambos cónyuges tengan la nacionalidad española, cualquiera que sea el lugar de su residencia, siempre que promuevan su petición de mutuo acuerdo o del uno con el consentimiento del otro... »21.

			Los tribunales civiles españoles se abstendrán de conocer de los asuntos que se les sometan cuando concurra en ellos alguna de las circunstancias siguientes (art. 36. 2 LEC):

			1.	Cuando se haya formulado demanda o solicitado ejecución respecto de sujetos o bienes que gocen de inmunidad de jurisdicción o de ejecución conforme a las normas del Derecho Internacional Público.

			2.	Cuando, en virtud de un tratado o convenio internacional del que España sea parte, el asunto se encuentre atribuido con carácter exclusivo a la jurisdicción de otro Estado.

			3.	Cuando no comparezca el demandado, emplazado en debida forma, en los casos en que la competencia internacional de los tribunales españoles únicamente pudiera fundarse en la sumisión tácita de las partes.

			4.	Cuando un tribunal civil estime que el asunto que se le somete corresponde a la jurisdicción militar, o bien a una Administración pública o al Tribunal de Cuentas cuando actúe en sus funciones contables, habrá de abstenerse de conocer (art. 37.1 LEC).

			5.	Cuando se les sometan asuntos de los que corresponda conocer a los tribunales de otro orden jurisdiccional de la jurisdicción ordinaria. Cuando el Tribunal de Cuentas ejerza funciones jurisdiccionales se entenderá integrado en el orden contenciosoadministrativo (art. 37.2 LEC).

			La abstención se acordará de oficio, con audiencia de las partes y del Ministerio Fiscal, tan pronto como sea advertida la falta de competencia internacional o la falta de jurisdicción, por pertenecer el asunto a otro orden jurisdiccional (art. 38 LEC). 

			No obstante, el demandado podrá denunciar, mediante declinatoria, la falta de competencia internacional o la falta de jurisdicción por pertenecer el asunto a otro orden jurisdiccional o por haberse sometido a arbitraje la controversia (art. 39 LEC).

			b)	Competencia.- La competencia es el reconocimiento legal de un órgano para intervenir en un asunto. 

			De conformidad con el art. 61 LEC, salvo disposición legal en otro sentido, el tribunal que tenga competencia para conocer de un pleito, la tendrá también para resolver sobre sus incidencias, para llevar a efecto las providencias y autos que dictare, y para la ejecución de la sentencia o convenios y transacciones que aprobare.

			ba.- Territorial.- El art. 54 LEC contempla el carácter dispositivo de las normas sobre competencia territorial, señalando que “1. Las reglas legales atributivas de la competencia territorial sólo se aplicarán en defecto de sumisión expresa o tácita de las partes a los tribunales de una determinada circunscripción. Se exceptúan las reglas establecidas en los números 1.º y 4.º a 15.º del apartado 1 y en el apartado 2 del artículo 52 y las demás a las que esta u otra Ley atribuya expresamente carácter imperativo. Tampoco será válida la sumisión expresa o tácita en los asuntos que deban decidirse por el juicio verbal”.

			El art. 769.4 LEC, añade a la normativa existente, la obligación del Juez de examinar de oficio su competencia. También mantiene este precepto, la nulidad de los acuerdos que se opongan a lo dispuesto en el mismo. Pero no solamente son inefectivos los acuerdos, entre los que no se encontraría la pura sumisión tácita, sino que el art. 54.1 LEC, en sede de «disposiciones generales relativas a los juicios civiles», contempla, bajo el título de «carácter dispositivo de las normas sobre competencia territorial», que «tampoco será válida la sumisión expresa o tácita en los asuntos que deban decidirse por el juicio verbal» y aunque los juicios matrimoniales se tramitan por las normas de los verbales con especialidades, no dejan de ser verbales para todo aquello en lo que la ley no establezca una diferencia. 

			Hay que distinguir, sin embargo, la sumisión de la simple omisión de formular la oportuna declinatoria22.

			a)	Con carácter general (art. 769.1 LEC)en este apartado, y a menos que «expresamente se disponga otra cosa», se establece como fuero competente para todos los procedimientos del Capítulo a los procesos matrimoniales y de menores, el del Juzgado de Primera Instancia del domicilio conyugal23.

			Si los cónyuges no residen en el mismo término judicial24, la competencia se establece a favor del órgano correspondiente al último domicilio del matrimonio o el de residencia del demandado. La elección entre estos dos fueros pertenece al demandante en el caso del proceso contencioso.

			Si el demandado no tiene domicilio ni residencia fijos, a elección del demandante, la competencia recae en el Juzgado del lugar donde se halle el demandado o su última residencia.

			Y finalmente, si de las formas señaladas anteriormente, no se establece la competencia, será la del Juzgado correspondiente al domicilio del demandante.

			b)	En el proceso de mutuo acuerdo, aparece regulado en el número 2 del art. 769 LEC de la siguiente forma: 

			1.º El Juzgado del último domicilio común o el de cualquiera de los cónyuges.

			2.º Si los consortes residen en partidos judiciales distintos, a su elección, el Juez del último domicilio del matrimonio o el de residencia del demandado.

			c)	En el proceso de medidas provisionales previas: El art. 771 LEC, dedicado a ellas, establece la competencia a favor del Juzgado del domicilio del que las solicita, para favorecer la rapidez en la intervención judicial y las mayores posibilidades para el solicitante.

			bb.- Funcional: los Juzgados de Familia

			La competencia funcional de los Juzgados de Familia para dirimir estas cuestiones, procede de la Disposición Final de la Ley 30/1981 de 7 de julio, que estableció que, “una vez creados los Juzgados de familia, asumirán las funciones atribuidas en la presente Ley a los de Primera Instancia”. 

			Pese a contemplar su creación como un hecho futuro, el legislador ignoraba que había creado ya estos Juzgados, por el RD de 3 de julio de 1981, esto es, cuatro días antes, en que determinaba el ámbito de su competencia: el enjuiciamiento de todas las cuestiones suscitadas al amparo de los Títulos IV (del matrimonio) y VII (de las relaciones paterno-filiales) del Libro I del CC. 

			En aquellos lugares donde no existan Juzgados de Familia, la competencia corresponde a los Juzgados de 1.ª instancia, aunque al amparo del art. 46 LEC, que permite la especialización de Juzgados25, por vía de reparto, en algunos lugares se ha determinado así esta competencia a favor de alguno de los Juzgados del término judicial.

			Curiosamente, el Real Decreto de 3 de julio de 1981, que los instauró 26, lo hizo de manera especial. El ámbito de su competencia funcional está integrado por el desconocimiento de materias tan claramente integradas en el ámbito de la familia como las de filiación, alimentos entre parientes, disolución o liquidación de regímenes económicos conyugales o adopción, al igual que los de incapacitación. Esto quiere decir que las cuestiones de familia son resueltas en unas ocasiones por Juzgados de Familia; y en otras, por Juzgados de Primera Instancia con atribución especial de asuntos familiares, con diferente extensión, algunos sólo para incapacidades, adopciones o tutelas. Hay también cuestiones de familia tratadas por Juzgados de Primera Instancia sin singularización alguna. Y finalmente, hay procesos familiares de los que conocen Juzgados mixtos, cuyo ámbito competencial incluye asuntos civiles y penales de instrucción27.

			En ciertos lugares, igualmente por vía de reparto, hay alguna Sección a la que se le atribuye el conocimiento de litigios familiares con exclusión de otras de la misma Audiencia Provincial; y finalmente, en la mayoría de las Provincias donde hay más de una Sección de la Audiencia, el reparto de los asuntos de familia se hace a todas las Secciones. Se da, pues, la paradoja de que en ocasiones, sobre todo cuando el titular de un Juzgado de Familia lleva algún tiempo al frente de él, el juez tiene un grado de especialización o de conocimiento superior al de la Sala que tiene que revisar lo resuelto por él.

			En cuanto a la competencia objetiva de los Juzgados de Familia, es cierto que el Real Decreto que los creó contempló la posibilidad de que en el futuro pudieran serles atribuidas por las Leyes otras cuestiones en materia de Derecho de familia, pero es igualmente verdadero que nunca se hizo.

			Dentro del panorama actual, sorprende que, con objeto de dilucidar dónde se encuentra el mayor interés del menor a la hora de determinar su custodia y régimen de comunicaciones en los procesos matrimoniales, se produzca la constante remisión para la práctica de un estudio psicológico o psicosocial del grupo familiar, al perito o peritos adscritos al Juzgado que conoce del asunto. Pero no hay un solo texto regulador del Poder Judicial, o del procedimiento judicial que se refiera a ellos. Sólo existen como funcionarios dependientes del Ministerio de Justicia, que les nombra y que les paga, pero ni en la composición del Juzgado según la LOPJ, ni en la Ley de Demarcación y Planta, existen estos peritos, ni estos equipos.

			La única justificación que existe para esta práctica es de carácter sustantivo, ya que el art. 92 in fine del Código Civil, al determinar la posibilidad del Juez de acordar medidas sobre el cuidado y educación de los hijos, en los pleitos de nulidad, separación y divorcio, le faculta para que, de oficio o a petición de los interesados, recabe el dictamen de especialistas debidamente cualificados28. En la nueva redacción del art. 770 LEC por Ley 15/2005, se añade un párrafo final a la regla 4.ª, en el que, en las exploraciones de menores, se faculta al juez para recabar «excepcionalmente ... el auxilio de especialistas cuando ello sea necesario», sin mención de su cualificación. En todo caso, nada se concreta ni remotamente sobre las condiciones que deben reunir éstos, la forma de su nombramiento o designación, requisitos adjetivos de su examen de las partes y los hijos, y emisión de dictamen o ratificación.

			En el Borrador de Anteproyecto de Modificación de la LOPJ, de principios de ٢٠٠٣, en el propuesto art. ٤٧٠, se relacionaba con mayor amplitud que hasta ahora al personal al servicio de la Administración de Justicia, pero de ninguna forma aparecían los psicólogos y asistentes sociales de los Juzgados de Familia, cuya indeterminación de funciones y estatuto se mantienen, al igual que sus condiciones y garantías de su designación.

			En la Exposición de Motivos de la LOPJ ٦/١٩٨٥, de ١ de julio, en su apartado II se señalaba ya que el mantenimiento de la antigüedad como criterio básico en el régimen de provisión de destinos, no obsta «para que se introduzca también, como sistema de promoción en la carrera judicial, la especialización que es, por un lado, necesaria a la vista de la magnitud y complejidad de la legislación de nuestros días y, por otra parte, conveniente en cuanto introduce elementos de estímulo en orden a la permanente formación de Jueces y Magistrados». 

			De forma sorprendente, sin embargo, el Borrador de Anteproyecto de modificación de la LOPJ de principios de 2003, se refería con cierta profusión a las especialidades –órdenes jurisdiccionales– en lo Contencioso-administrativo, en lo Social y en Menores, además de proponer la instauración de los Juzgados de lo Mercantil –hoy ya una realidad– pero había desaparecidotoda referencia a la Familia. 

			La especialización, hoy, es una exigencia ineludible en todos los ámbitos. Y no es sólo este desarrollo de legislación y jurisprudencia, sino que incluso han nacido y crecido nuevos campos del Derecho, que han cobrado una identidad propia29. Comparar el viejo Código de Comercio con las numerosas leyes en materia mercantil es un juego que impresiona30.

			La especialización en la materia tiene lugar por la experiencia que pueda acumularse por los titulares de los Juzgados de Familia en el desempeño de su función, porque antes no han sufrido la menor selección, ni recibido el más elemental cursillo de formación sobre estos estos temas como ocurre con otras materias, como lo contencioso-administrativo o lo mercantil e, incluso, menores.

			El Encuentro de Jueces y Abogados de Familia de ٢٠٠٣31, celebrado bajo el patrocinio del Consejo General del Poder Judicial, con la concurrencia de una amplia representación de Fiscales y Secretarios Judiciales que, de forma absolutamente insólita en los anales de la Justicia, abordó el estudio de los problemas que afectaban a los procesos de familia en nuestro país, de forma abierta y paritaria, con objeto de «poner de manifiesto ante la sociedad y los poderes públicos que la representan la necesidad de acometer determinadas reformas (legislativas del Derecho de Familia y organizativas de Juzgados y Tribunales), así como dotar a esta parcela jurisdiccional de los recursos sociales necesarios». 

			Por unanimidad, entre otras conclusiones se aprobaron, bajo el título de «Mejora en la gestión de los procesos de familia. La jurisdicción de Familia», las conclusiones que reproducimos a continuación:

			«3.ª Competencia objetiva y territorial en un futuro: aumento de Juzgados de Familia. (…)

			»4.ª Especialización de juzgados, jueces, fiscales, secretarios judiciales, y abogados de familia, así como de secciones de las Audiencias Provinciales.

			a)	Es precisa la separación de los Juzgados de Familia de la Jurisdicción Civil, creando una verdadera jurisdicción especializada en la materia, teniendo tales Juzgados un ámbito competencial mayor, tanto a nivel de atribución de materia como a nivel territorial extendiendo su competencia a todas las demarcaciones judiciales. (…)

			b)	De igual manera se hace necesaria la especialización de los integrantes del Ministerio Fiscal que intervengan en procedimientos conectados con esta materia. En todas las Fiscalías deberá existir, al menos, un grupo de fiscales con competencia exclusiva en materia de familia.

			c)	También sería necesaria la especialización de los Secretarios Judiciales.

			d)	Los Colegios de Abogados impartirán los cursos necesarios para la especialización de los abogados de familia.

			e)	Fomentar que el personal adscrito a los Juzgados de Familia reciba una formación complementaria y específica en la materia.

			f)	Instar al Ministerio de Justicia y a las Comunidades Autónomas para la adopción de un programa informático propio y homogéneo para los Juzgados de Familia. Este acuerdo deberá también ponerse en conocimiento de la Fiscalía General del Estado, Ministerio de Justicia y Comunidades Autónomas con competencia en la materia y el Consejo General de la Abogacía».

			Fruto de esta actividad, se han producido dos Proposiciones de Ley: La Proposición de Ley Orgánica 122/14, presentada por el Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i Unió) y la de Ley 122/68, presentada por el Grupo Parlamentario Popular en el Congreso. 

			Entre las Enmiendas sólo las del Grupo Parlamentario Socialista enturbian estos conceptos, que comienza por incluir a los Juzgados de Familia entre los que integran órdenes jurisdiccionales. Así en la Enmienda núm. 18 se propone la modificación de la rúbrica del Capítulo V del Título IV32 del Libro I de la LOPJ. 

			De acuerdo con esta propuesta, la configuración que se propone es diferente de los otros órganos jurisdiccionales especializados. La base territorial es el partido judicial33, distinguiendo entre partidos con Juzgados exclusivos de Familia, los que tengan Juzgados que conozcan de los asuntos de familia con exclusividad respecto de los otros del mismo Partido, pero con compatibilidad con el conocimiento de otras materias y los que tengan un único Juzgado de Primera Instancia e Instrucción, que también conocerán de los asuntos de familia. 

			Por otra parte, consideramos fundamental que la especialización alcance no sólo a los Juzgados sino a los órganos de apelación, pues en caso contrario existiría en las sentencias definitivas una ausencia de calidad, debido a la falta de dicha especialidad, que en definitiva pondría en entredicho los beneficios obtenidos con la Jurisdicción de Familia.

			C.	Documentos a acompañar a la demanda 

			a)	Procesales.- El poder notarial conferido al Procurador siempre que éste intervenga y la representación no se otorgue “apud acta”. La falta de este documento34 impedirá la admisión de la demanda.

			b)	Relativos al fondo

			i.	La certificación de la inscripción del matrimonio. Hay que señalar que no se puede sustituir por el Libro de Familia, ya que la ley puntualiza claramente que se trata de la certificación de la inscripción. Por otra parte, ha de ser literal y próxima en el tiempo para que puedan acreditarse cualesquiera incidencias posteriores.

			ii.	En caso de que existan hijos, las certificaciones de inscripción de su nacimiento en el Registro Civil.

			iii.	Los documentos en que el cónyuge funde su derecho. 

			Si se solicitaran medidas relacionadas con el domicilio o de carácter patrimonial, el actor deberá aportar los documentos de que disponga que permitan evaluar la situación residencial y económica de los cónyuges y, en su caso, de los hijos, tales como declaraciones tributarias, nóminas, certificaciones bancarias, títulos de propiedad o certificaciones regístrales (art. 770.1ª LEC). 

			iv.	Documentos y otros escritos y objetos relativos al fondo del asunto. Con independencia de que el art. 265 LEC, que figura en el Libro II, relativo a los procesos declarativos y, por lo tanto, de aplicación a estos juicios, establece la obligación de acompañar a la demanda – o contestación – los documentos que en que las partes funden su derecho, además, previene que han de presentarse con estos escritos iniciales las certificaciones y notas sobre cualesquiera asientos regístrales, actuaciones o expedientes de cualquier clase (art. 265.3º) relacionados con el litigio.

			Cuando las partes no puedan disponer de los documentos, medios e instrumentos: Podrán designar el archivo, protocolo o lugar en que se encuentren. Si se encontrara en archivo, protocolo, expediente o registro del que se puedan pedir y obtener copias fehacientes se entenderá que las partes disponen de ellos

			Si la parte no dispone de alguno de estos documentos (art. 269 LEC) y no designa donde se encuentra, no podrá aportarlo con posterioridad, ni pedir que se traiga al pleito, con las excepciones de que hablaremos al referirnos a la prueba documental (vid III. 9.5 de este Capítulo) y deberá ser inadmitido por el Juzgado o Tribunal (art. 272 LEC), de oficio o a instancia de parte, y ordenará devolverlo a la parte que lo hubiera presentado.

			D.	Los dictámenes periciales 35.

			Es ésta una novedad de la LEC. A la demanda y la contestación han de acompañarse los dictámenes periciales en que las partes apoyen sus pretensiones (art. 265.4º), manifestando si desean que los peritos, autores de los dictámenes, comparezcan en la vista del juicio verbal, expresando si deberán exponer o explicar el dictamen o responder a preguntas, objeciones o propuestas de rectificación o intervenir de cualquier otra forma útil para entender y valorar el dictamen en relación con lo que sea objeto del pleito (art. 337.2 LEC). 

			Si cualquiera de las partes fuese titular del derecho de asistencia jurídica gratuita, no tendrá que aportar con la demanda - o con la contestación - el dictamen pericial, relativo a su situación económica sino simplemente anunciarlo, a los efectos de que se proceda a la designación judicial de perito, conforme a lo que se establece en la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita (art.339.1 LEC).

			Si no les fuese posible a las partes aportar dictámenes elaborados por peritos designados por ellas, junto con la demanda o contestación, expresarán en una u otra los dictámenes de que, en su caso, pretendan valerse, que habrán de aportar, para su traslado a la parte contraria, en cuanto dispongan de ellos, y en todo caso antes de iniciarse la audiencia previa al juicio ordinario o antes de la vista en el verbal (art. 337.1 LEC)

			Demandante o demandado también podrán solicitar en sus respectivos escritos iniciales que se proceda a la designación judicial de perito, si entienden conveniente o necesario para sus intereses la emisión de informe pericial (art. 339.2 LEC). Con posterioridad a la demanda - o a la contestación - no se podrá solicitar, informe pericial elaborado por perito designado judicialmente, salvo que se refiera a alegaciones o pretensiones no contenidas en la demanda, en cuyo caso si las partes solicitasen, designación por el tribunal de un perito que dictamine, lo acordará éste así, siempre que considere pertinente y útil el dictamen, y ambas partes se muestren conformes en el objeto de la pericia y en aceptar el dictamen del perito que el tribunal nombre.

			E.	Los informes de profesionales de la investigación privada

			En la nueva LEC se hace una mención expresa de los informes de profesionales de la investigación privada legalmente habilitados (art. 265.5º). Respecto de los mismos, en caso de que no fueren reconocidos como ciertos, se practicará sobre ellos prueba testifical.

			F.	Representación del procurador 

			También deberá acreditarse la representación del Procurador por medio del poder notarial para pleitos, a menos que se haya otorgado apud acta ante el Secretario judicial del tribunal que haya de conocer del asunto, antes o al mismo tiempo que la primera actuación (art. 24 LEC). En estos litigios en que las partes están representadas por Procurador, de acuerdo con el art. 276 LEC, cuando se trate del traslado de la demanda o de cualquier otro escrito que pueda originar la primera comparecencia en juicio, el citado Procurador habrá de acompañar copias de dichos escritos y de los documentos que a ellos se acompañen y el tribunal efectuará el traslado. 

			G.	Copias

			De todo escrito y de cualquier documento, que se aporte o presente en los juicios, se acompañarán tantas copias literales cuantas sean las otras partes (art. 273 LEC). De los demás escritos, los Procuradores deberán trasladar con carácter previo a los procuradores de las restantes partes las copias de los escritos y documentos que vayan a presentar al tribunal. 

			El art. 278 LEC sobre efectos del traslado respecto del curso y cómputo de plazos, establece que “cuando el acto del que se haya dado traslado mediante Procuradores, según la ley, la apertura de un plazo para llevar a cabo una actuación procesal, el plazo comenzará su curso sin intervención del tribunal y deberá computarse desde el día siguiente al de la fecha que se haya hecho constar en las copias entregadas”. 

			La función de las copias se traduce en que las pretensiones de las partes se deducirán en vista de las copias de los escritos, de los documentos y de las resoluciones del tribunal, que cada litigante conservará en su poder (art. 279 LEC).

			H.	Expresión de la cuantía

			El art. 253 LEC obliga a la expresión en la demanda de la cuantía, con claridad y precisión, señalando que “en ningún caso podrá el actor limitarse a indicar la clase de juicio a seguir”. Hay que tener en cuenta que determinados procesos tienen como objeto materias sin valor específico como puede ocurrir en los procesos de nulidad matrimonial, separación o divorcio. Es cierto, que en el apartado 3 de este art. 253 se excepciona que “cuando el actor no pueda determinar la cuantía ni siquiera en forma relativa, por carecer el objeto de interés económico, por no poderse calcular dicho interés conforme a ninguna de las reglas legales de determinación de la cuantía ...”.

			CHOZAS ALONSO36 coincide en señalar que “sólo en aquellos procedimientos en los que la cuantía no sea relevante para determinar el procedimiento y existan reales dificultades de cuantificación (como sucede con los procesos de filiación, paternidad, incapacidades, etc.), estimamos innecesario que el actor realice el esfuerzo de cuantificar exactamente el valor del litigio, bastando con que se fije una cuantía de modo aproximado o que, incluso en la demanda se proponga como de cuantía inestimable, ya que no afecta a la determinación del tipo de proceso (‘ratione materiae’)”. La realidad es que en la práctica en los procesos matrimoniales no se hace y nadie lo exige. 

			2.	Principios

			2.1. 	Buena fe procesal

			La incorporación a la LEC 1/2000 de este principio de buena fe procesal, del abuso de Derecho y del fraude de ley o fraude procesal, supone un importante avance ético en las normas de procedimiento. El art. 247.1 LEC obliga a “los intervinientes en todo tipo de procesos deberán ajustarse en sus actuaciones a las reglas de la buena fe”.

			Las peticiones e incidentes que se formulen con manifiesto abuso de derecho o entrañen fraude de ley o procesal:

			a)	Deben ser rechazadas fundadamente por los tribunales.

			b)	Si alguna de las partes ha actuado conculcando las reglas de la buena fe procesal, podrá imponérsele, una multa de 180 a 6.000 euros, que en ningún caso pueda superar la tercera parte de la cuantía del litigio37.

			c)	Si la actuación contraria a las reglas de la buena fe fuera imputable a alguno de los profesionales intervinientes en el proceso, además de la multa establecida en el apartado anterior, se dará traslado de tal circunstancia a los Colegios profesionales respectivos por si pudiera proceder la imposición de algún tipo de sanción disciplinaria.

			2.2. 	El derecho a un proceso público, sin dilaciones indebidas

			el art. 24.2 CE consagra el derecho a un proceso público con todas las garantías y sin dilaciones indebidas, cuya violación produce indefensión y ha sido desarrollado por la Jurisprudencia del Tribunal Constitucional, pese a que este mismo Tribunal ha sufrido el corrector del Tribunal de Estrasburgo por sus tardanzas, aunque el Tribunal Europea incurre constantemente en similar infracción. 

			Expresa con rotundidad la STC, 2ª, 13.4.1983 que: “Desde el punto de vista sociológico y práctico puede seguramente afirmarse que una justicia tardíamente concedida equivale a una falta de tutela judicial efectiva “.

			También, la STC, 2ª, 24.1.1995 señala que “... la tutela judicial efectiva supone el derecho a obtener del Poder Judicial la prestación de una adecuada respuesta a la petición que se hace, derecho general que va íntimamente
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